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SEN'IENCIA INTERLOCU'T'ORIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

l.inra. 5 de novicmbrc dc 2018

ASUNI'O

Recurso de agrdvio co¡rstilucional interpuesto por don Vidal Mejía Uriarte
contra la resolución de lojas 51, de fecha 29 de ñarzo dc 2016, cxpcdida por la

Segunda Sala I'enal dc Apclac;ones de la Cortc Superior dc Justicia dc Lambayequc quc
declaró improccdcntc la dcmanda dc &rás.¡ ¿oryr¿r.r de autos.

:\]Iti\l'OS

hn 1a senlcncia cr¡itida cn cl Lxpedicñtc 00987-20 l4-PA/ I C, publicada cñ cl diario
Pcruono cl 29 de agosto dc 2014. estc Tribunal cstablcció, en cl

to 49. con carácter de precedente, que se expedirá una sentencia
ocutoria dencgaloria. dictada sin rrás tfámi1e. cuando se prcsentc alguno dc los

siguientes supues¡os, que igualmente están conlcnidos en cl a]1ículo ll del
Reglan'lento Normativo dcl -l ribunal Constitucio¡al:

2. Fln el presente caso) se evidencia que el recurso de agravio no está referido a ul1a

cucslión dc Dcrecho de especial lrascendencia constitLrcional- Al respecto, un
rccurso carccc dc esta c!¡alidad cuando no está relacionado con el contenido
constitucionalmente protegido dc un derecho lunddmental: cuando versa sobre un
asunto nraterialmente excluido dcl proccso de tulela de que se trata; o, finalmente,
cuando lo pretendido no alude a un asunto que requiere una tutela de especial
urgencia,

Dxprcsedo de o¡o modo, y leniendo en cuenta lo precisado en el lundal¡cnlo 50 dc
la scnlcncia clnitida en el tixpedienre 00987-2014-PAII'C. una cucstión ¡o reviste
especial trascendencia conslitr¡cional en los siguientes oasos: (l) si una lulura
rcsolLrción del Tribunal Constitücional no rcsulla indispensable para solucionar un
conflicto de relevancia constitucional, pues no exisle lesión comprometa el derecho
lunda¡¡enlal involucrado o se trata de un asunto que no coffesponde resolver en la

a) Carezca de f'undamcntación la supuesta vulneracióo que se invoque.
b) La cues{ión de Derecho contenida en el recurso no sea de especial

tmscendeocia conslitucional.
c) [,a cueslión de Derecho invocada contradiga un precedente de] Tribunal

Constitucional.
d) Se haya decidido de ¡nanera desestimatoria en casos sustancialmente iguales-
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via constit!¡cional; o (2) si no existe necesidad de tutelar de manera urgente el
derecho constitucional invocado y no median razones subjetivas u ob_jetivas qLre

habiliten a este órgano colegiado a e¡nilir un pronunciamiento de londo.

4. En el caso de autos, el recurso interpuesto no está ref-crido a una cücstión de
Derecho de especial trascendencia constitucional, toda vez que no aludc a un asunto
que requiera una tutcla dc cspccial urgencia, pues está dirigido a cuestionar una
rcsolución judicial que era susceptible de ser revisada por la judican¡ra ordinaria a
efectos de su reversión. En e1¿clo, sc cuesliona Ia Resolución 3, de fecha 7 dejulio
cle 2015, que declaró reo contumaz al recurrente en la causa penal qre se le sigue
por delito de omisión a Ia asistcncia farniliar (Expediente 3624-2013-68-1706-JR'
PE-03).

5. Al respeclo, esta Sala del Tribunal juzga que antes de recurrir ante la justicia
constiluc;onal ¡ro se agolaron los recursos internos previslos en el proceso penal a

fin de reverlir los electos negativos de la dcclaración de contumacia. sobre el
derecho a la libertad personal, puesto que contra dicha resolución no se interpuso
rccurso de apelación que pueda enelvar los cicclos de la decisión clrestionada.

En consecueocia, sc vcrilica que el presente recurso dc agravio ha incurrido en la
causal de rechazo prevista en el acápite b) del fundamento 49 de la sentencia
cmitida en el Expedicntc 00987-2014-PA/TC y en el inciso b) del artÍculo ll del
Reglamento Normativo del liibunal Constitllcional. Itor esla razón. corrcspondc
declarar, sin más trámiIc, improcedente el recllrso dc agravio constitucional.

ItESTJEI,\'O

Dcclarar lMI'IIOCEDENTE cl rccuno de agravio constitucionel porque la cuestión de
Derccho conlcnida en el recurso carecc dc cspecial lrascendencia constitucional,

'c,^,

Loq tí9o,

@

MIIiANDA CAN,\LES
SARDÓN DIi TABOADA
¡]SPINOSA-SALDAÑA B .1

Por estos flrndamentos, el Tribunal Conslitucional, con la autoridad quc le
conllere la Constitución Política del Perú. y la participación del magist¡ado Espinosa-
Saldaña Barrera, co¡vocado para dirimir la discordia suscitada por el voto sineular del
rnagistrado Ferrero Costa.

Publíquese y notifiquese.

SS,
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VOTO SINGULAR DEL MAGIS'I'RADO FERRIIRO COSTA

Con la potestad que me otorga la Constitución, y con el mayor respeto po¡ la poncncia
de mi colega magistrado, emito el prescnte voto singular. para cxpresar respetuosamentc
que disicnto del precedente vinculallte establecido en la Sentencia 00987-2014-pAlTC,
SIINTENCI^ INl ERLOCUTORIA DINECATOIIIA, por los lundamentos que a
continuación expongo:

Er, TRrBUNAL CoNsrrrucIoNAL coNro coRTE DE REvtstói\ o FAt,Lo y No DE
CASAC¡ÓN

La Constitución de 1979 c¡eó el TribuDal de Garantías Constitucionales como
instancia de casación y la Constitución de i 993 convirtió al T¡ibunal Constitlrcional
en inslancia de 1állo. La Constitución del 79, por primera vcz en nuestra historia
constitucional, dispr.rso la crcación dc un ól.gano ad /ror, independiente del poder
Judicial. con la ta¡ea de garanlizar la suprcmacía constitucional y la vigencia plcna
de los derechos lündamentales.

2. La I-ey l.-undamental de 1979 estableció que el Tribunal de Garantías
Conslitucionales era un órgano de control de la Constitr¡ción, que tenía iurisdicción
cn lodo el territorio nacional para conoce¡, en t,ío de casacíón, de los habeas c()tpus
y amparos denegados por el Poder Judicial, 1o que implicó que dicho Tribunal no
constitr¡ia una instancia habilitada para lallar en tbnna definitiva sobrc la causa. Es
decir, no sc pronunciaba sob¡e los hechos invocados como amenaza o lesión a ios
dcrechL,s rcconocido. rn I,1 ('ort5lilución.

3. En cse senlido, la Ley 23385, Ley Orgánica dcl Tribunal de Garantías
Constitncionales, vigente en esc momento. cstableció, eD sus adículos 42 al 46, que
dicho órgano, al encontrar una resolución deregatoria que ha violado la lcy o la ha
aplicado en fbrma erada o ha incurrjdo en gravcs vicios procesales en la
tramitación y resolución de la demanda, proccderá a casar la sentencia y, luego dc
scñalar la dellcicncia, devolvcrá los actuados a la Corte Suprema dc Justicia de la
República (reenvio) para quc emita nuevo fallo siguiendo sus lineamientos.
procedimiento que, a todas luces, dilataba en exceso los procesos constitucionales
mencionados.

[xP. N." 02009-20 16- PH C/',] C
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El modclo de tutela ante amenazas y vulneración de derechos fue seriamente
modiilcado cn la Constitución de 1993. En primer lugar, se amplían los
mccanismos de tutcla de dos a cuatro. a sabet, habeas corpus, amparo, habeas clata
y acción de cumplimienlo. En segundo lugar. se crea al Tribunal Constitucional
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como órgano de conlrol de la constitucionalidad, aun cuando la Constitución 10

calilica erróneamente como "órgano dc controlde la Conslitución". No obstante. cn
materia de proccsos collstitr¡cionales de la libeftad, la Constitución establece que el
T bunal Conslilucional cs instalcia de revisirin o fallo.

5. Cabe señalar que Ia Constitución Politica del Perú, en su artículo 202, inciso 2,
prescribc que corresponde al Tiibuml Constitucional "co ocer, en últ¡ñd y
del¡niliNa instancio, las rcsoluciones denegatorius dictddqs en los procesos de
habeas corpns. ampdro, habeas duta ¡, acción de cumplímíento". Esta disposición
constjtucional, desde una posición de iianca tutela de los derechos fundamentales.
exige que el I'ribunal Constitucional escuche y evalúe los alegatos de quielt se
estima amenazado o agraviado en un de¡ccho fundamental. Una lectura dive¡sa
contravendria mandatos esenciales de Ia Constitución, como son el principio de
defensa de la persona humana y el respeto de su dignidad como fin supremo dc la
sociedad y del Estado (artículo l), y "la obserrancía del debído proceso y tlttela
jur¡.tdicciondl- Ningunu persona piede ser desúada de la jürisd¡cc¡ó
predeÍcrt inada por la ley. ni somctida a procedimiento distinto de los pretiamcnte
eslctblecidos. ¡1i juzgdtlo por rirgaruts jurisdiccionales de excepción ni pur
comisk)nes espec¡ctles creddas d electo cualquiera sea su denomindción,,.
consagrada en elartícr¡lo 139, inciso 3.

6. Como sc advierle, a difcrencia de lo quc acontece en otros países. en los cuales el
acceso a la úitima instanoia constitucional ticne lugar por la vía d,el celtíoruri
(Suprcma Corte de los llstados Unidos), en el Perú el poder Constituyente optó po¡
un órgano supremo dc inte¡prelación dc la Constitución capaz de ingrcsar al londo
en los llamados procesos dc la libertad cuando el agraviado no haya obtenido una
prolección dc su dc¡echo en scde del Poder Judicial. En otras palabras, si lo ql¡e
cstá en discusión cs la supuesta ame¡aza o lesión de un derecho fundamental. se
debc abrir la vía correspondienre para que el 'lribunal Constitucional pueda
proDunciarsc. Pero la apertura de es¡a vía solo se produce si se pcrmite al
pcticionanle colaborar con los jueces constitucionales mediantc un pormenorizado
¿nrlisi. dc lo que ,c prelendc. dc lo qu,: t. inroc¡.
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7. Lo constitucional es escucha¡ a la paltc como concretización de su derecho
inenunciablc a la dei'ensa; además, un'l'ribunal Constitucional constituye el más
cl'ectivo medio de del'ensa de los derechos funclamentalcs lrente a los po<Jeres
públicos y privados, lo cual evidcncia el triunfo de la justicia fiente a la
arbitrariedad.
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I Corte lDH. Caso Baúeto Leiva vs. Venezuela, scntencia del I7 de noviembre de 2009.
pár'ra1b 29
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EL DER¡tcuo A sER oiDo col\to [I^N¡F¡]sraclóN Du t,A DENIoCRATIZACIóN DE t,os
PRocDsos CoNSTITUCIoNALUS DU L^ LIDERT^D

8. La administración de justicia constitucional de la libe.tad que brinda el T¡ibunal
Constitucional, desde su creación, es respetuosa, como conespondc, del derecho de
delensa inhercntc a toda persona. cuya manifestación primaria es el derecho a ser
oído con todas las debidas garantías a1 interior de cualquier proceso cn el cual se
detcrminen sus derechos, intereses y obligaciones.

9. Prccisamente, mi alcjamienlo respccto a la emisión dc una ¡esolución constitucional
sin realizarse audiencia de vista está relacionado con ia defensa, la cual, sólo cs
efectiva cuando el.jusliciablc y sus abogados pueden exponer, de mancra escrita y
oral, los argumcntos perlinentcs, concretándose el principio de inmediacion quc
debe regir c¡ lodo ploccso constitucional.

10. Sobre la intcrvención de las pa es, corresponde señalar que, en tanto que la
poteslad dc administ¡ar justicia constituyc una manifestación del pode. que ol
Estado ostenta sobre las personas, su ejercicio resulta constitucional cuando se
brinda con esl cto respeto de los derechos inherentes a todo ser humano, io que
incluye el dcrecho a ser oído con las debidas garantías.

11. Cabe añadir que la participación directa dc las partes, cn defensa de sus intereses.
quc se concedc cn la audicncia de vista. también constituye un elcmento que
democratiza el proceso. De lo contrario. se deoidiría sobre la esfera de interés de
una persona sin permitirle alegar lo correspondiente a su favor, lo que resultaría
excluycnte y antidcmocrático. Además, el Tribunal Constitucional tiene el deber
inelt¡dibie dc optimizar, en cada caso concreto, las razones, los motivos y los
argumentos c¡ue justifican sus decisiones, porque el Tribunal Constitucional se
legitima Do por ser un t.ibunal de justicia, sino por la justicia de sus razones, por
expresar de modo suficiente las razones de derecho y de hecho relcvantes en cada
caso que resuclr,e.

12. En cse sentido, la Corte Interamericana de Derechos llumanos ha cstablecido quc ei
dereoho dc del'ensa "obliga al Estado a i..ttdr al indiyiduo en todo momento como
un terdadero sujeto del proceto, en el ndt omplio senttJo de cste (uncepto, )) no
simplenenfe como objeto del mismo" . y clue "pura que eristu Jchido proceso legal
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es preciso qLrc n justiciable pueda hacer fitler sus derechos y defender sus
;nt(r¿.r?s en,.tofmú ([cctiw )r (n condi¡oner cle iguutlad procesal con otru}

13. El modelo de "instancia de fallo', plasmado en la Constitución no puede ser
dcsvirtuado por el 'l.ibunal Constitucional si no es con grave violación de sus
disposjciones. Dicho Tribunales su in1éryre1c supremo: pero no su refbrmador, toda
vez quc cot'no órgano constituido kmbié11 está sometido a la Constitüción

14. Cuando sc aplica a un proceso constitucional de la libeúad la denominada
"sentencia interlocutoria", el recurso de agravio constitucional (RAC) pierde su
verdadera esencia jurídica. ya que el 'lribunal Constitucional no tiene competencia
para "revisar" ni mucho mcnos',recalificar,,cl recurso de agravio consritucional.

15. De confo¡midad con los ar1ículos 18 y 20 del Código procesal Constitucional, el
¡ ribunal Constitucional no ,,co¡cedc,,el recurso. Esta es una competencia de la
Sala Superior del Poder Judicial. Al 'l¡ibunal Io que le conesponde is conocer del
RAC y p¡onunciarse sobre el fondo. por ende, no le ha sido dada la competencia dc
rechazar dicho recurso, sino por el cont¡ario de,,conocer,, lo que la parte aiega
r,'mo un agrar io que lc caus¿ indel¡n.ion.

16. Por otro lado. la "sentencia inl.rlocr¡toria,,establece como süpuestos para su
aplicación lómulas imprecisas y amplias cuyo contenido. en el meior de los casos-
r.-quiclc ser ircl.rradtr. justitiiado ) cúncrct¡do en supueslos.speciñco", a saber.
idcntiñca¡ en qué casos sc aplicaria. No hacerlo, no dellnirio, ni justilicarlo.
convicrte el empleo dc la precitada sentcncia en arbitrario, toda vcz qui sc podría
al'ectar. entre ot¡os, el derecho fundamental de defensa, en su manifesiación de ser
oído con las dcbidas garantías. pues ello daria lugar a decisiones subjetivas y
carentcs de predictibilidad. al¡ctando notablemente a los justiciables,'quienei
tendrían que adivinar qué resolvcrá el 'Iribunal Constitr¡cio¡al intes de presentar su
respectiva demanda.

17. Por Io demás, z¿rtutis mutandís. c) precede¡te vinculante contenido en la Sentencia
00987-2014-PA/'t C repitc lo señalado por el Tribunal Constirucional en orros
falios. como en el caso Luis Sánchez Lagomarcino Ramírez (Sentcncia 02g77_

vrl

'Co.tc IDH. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros vs. liinidad y lobago,
scntencia del 21 de junio de 2002, párrafo 146.
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19. Por tanto. si sc liene cn cuenta quc la justicia en sede constitucional representa la
última posibilidad para protcger y reparar los derechos l.undamentales rle los
agmviados, volo a favor de que en el presente caso se convoque a audiencia para la
vista. lo que garantiza que el Tribunal Constitucional, en t;to instaDcia última v
definitiva. sea la adecuada para poder escucha¡ a las pcrsonas uf"ctudua ar ru's
derechos csencialcs cuando no encuentran justicia en el poder Judicial:
esp(cidlmenlc ci .c tiene cn cucntd quc. agutdda la \ia con.tilucion¡|, al iusticiable
solo le queda el camino dc la jurisdicción inrcrnacional dc protección dc <le¡echos
humanos.

20. Como alirmó_Raúl Ferrero Rebagliati, ,,la defensa del de¡echo de uno es, al mismo
tiempo, una delénsa total de la Constitución, pues si toda garantía constitucional
cntmña cl acccso a la prestación ju¡isdiccio¡al, cada cual al del..nder su derecho
está defendiendo el dc los demás y el de la comunidad que resulta oprimida o
envilecida sin la protecc ión j udicial auténtica,,.

S,
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2005-PHC/'IC). Del mismo modo, constituye una reañrmación dc la naturaieza
proccsal de los procesos constitucionales de la libertad (supletoriedad, vía preria,
vias paralelas, litispendencia, invocación del derecho constitucional líq;ido y
ciefo, ctc.).

Sin embargo, cl hecho de que los procesos constitucionales de la libertad sean de
una naturalcza proccsal distinta a la de los procesos ordinarios no constituye un
motivo para que se pucda desvinuar la esencia principal del recurso de airavio
constitucional.

rwwl

Itilililtllllilffiililflt

Lo

ÁRor-A


